
50		 DIARIO OFICIAL
Edición 52.311

Viernes, 17 de febrero de 2023

Que, según el artículo 6° de la referida ley, las consultas internas se rigen por los 
respectivos estatutos de los partidos y movimientos políticos; conforme a la misma 
disposición y a lo estipulado en el artículo 107 constitucional, para las consultas populares 
de partidos se aplican las reglas establecidas para las elecciones ordinarias, en especial 
respecto a la financiación, publicidad y acceso a medios de comunicación del Estado. El 
artículo 6° de la Ley 1475 de 2011, señala:

“Artículo 6°. Normas aplicables a las consultas. En las consultas populares se aplicarán 
las normas que rigen para las elecciones ordinarias y en las internas las disposiciones 
estatutarias propias de los partidos y movimientos que las convoquen. La organización 
electoral colaborará para la realización de las consultas de los partidos y movimientos 
políticos, la cual incluirá el suministro de tarjetas electorales o instrumentos de votación 
electrónica, la instalación de puestos de votación y la realización del escrutinio.

(…)
La realización de las consultas podrá coincidir con las elecciones a corporaciones 

públicas. Cada año el Consejo Nacional Electoral señalará una fecha para la realización 
de las consultas, cuando deban realizarse en día distinto al señalado para las elecciones 
ordinarias. En todo caso las consultas populares para seleccionar candidatos a un mismo 
cargo o corporación se realizarán en la misma fecha por todos los partidos y movimientos 
que decidan acudir a este mecanismo.

El Consejo Nacional Electoral reglamentará la convocatoria y realización de las 
consultas garantizando la igualdad entre los partidos, movimientos políticos y grupos 
significativos de ciudadanos que participen en ellas”.

Que, de la misma manera la mencionada Ley en el artículo 7°, señala el carácter vinculante 
de los resultados de las consultas para las agrupaciones políticas que las convocan, así como 
para los precandidatos que hayan participado en ellas.

Que, en virtud del numeral 11 del artículo 265 de la Constitución Política y del artículo 
6° de la Ley 1475 de 2011, corresponde al Consejo Nacional Electoral colaborar con la 
realización de las consultas de partidos, reglamentarlas y en particular, señalar una fecha 
anual, en caso de que no coincida con elecciones populares, y garantizar condiciones de 
igualdad.

Que, el 20 de junio de 2013, la Corporación expidió la Resolución número 1586 de 
20132, en la cual se establece el deber de los partidos, movimientos y/o grupos significativos 
de ciudadanos de comunicar por escrito su interés de realizar consultas al menos 3 meses 
antes de la fecha señalada por el Consejo Nacional Electoral3.

Que, en el caso de consultas para la escogencia de candidatos a cargos de elección 
popular, los precandidatos deberán ser inscritos ante la Registraduría Nacional del Estado 
Civil, treinta (30) días calendario antes de la fecha señalada para la realización de la 
respectiva consulta.

Que, la Resolución número 2948 de 2013, que modificó parcialmente la Resolución 
número 1586 de 2013, dispuso que los grupos significativos de ciudadanos debidamente 
registrados ante la autoridad electoral, podrán comunicar 3 meses antes de la fecha de 
realización de la consulta, previo de la acreditación de las firmas ante la Registraduría 
Nacional del Estado Civil, de su intención de realizar consulta popular para la escogencia de 
sus candidatos, los precandidatos deberán estar inscritos treinta (30) días calendario antes de 
la fecha designada para la realización de la consulta4.

Que, mediante Resolución número 0509 de 2015 se delegó en la Registraduría Nacional 
del Estado Civil la realización de los escrutinios de las Consultas Populares, Internas e 
Interpartidistas, por lo que conforme al artículo 6° de la Ley 1475 de 2011, se hace necesario 
revocar el artículo 2° de ese acto administrativo, con el fin de aplicar las normas que rigen 
para las elecciones ordinarias.

Que, mediante artículo cuarto de la Resolución número 3077 de 2018 se revocó el 
artículo 2° del precitado acto administrativo, esto es de la Resolución número 0509 de 2015.

Que, si bien, los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o grupos 
significativos de ciudadanos, tienen el derecho de recurrir a las consultas populares, internas 
o interpartidistas, como mecanismo para la toma de sus decisiones o la escogencia de sus 
candidatos, el ejercicio de este derecho, le impone a las organizaciones políticas una serie 
de obligaciones y responsabilidades, entre las que se cuenta ceñirse al cronograma y fechas 
establecidas por el Consejo Nacional Electoral.

Que, los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o grupos 
significativos de ciudadanos que manifiesten su interés de participar en las consultas, deben 
comprometerse, no solo, al estricto cumplimiento de los contenidos normativos superiores, 
legales y reglamentarios, que orienten este mecanismo de participación democrática, si 
no, también a informar dentro del término señalado en la presente resolución, del eventual 
desistimiento de realizar la consulta, para evitar que el Estado incurra en gastos innecesarios 
que afecten desfavorablemente la ejecución de recursos públicos.

Que, corresponde al Consejo Nacional Electoral fijar la fecha en que se efectuaran 
consultas populares, internas o interpartidistas de los partidos, movimientos políticos con 

2 	 “Por la cual se reglamenta la convocatoria y la realización de las consultas que los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos pueden utilizar 
con la finalidad de adoptar decisiones internas o escoger sus candidatos, propios o por coalición a 
cargos o Corporaciones de elección popular y se dictan otras disposiciones”.

3 	 Artículo 6°, Resolución 1586 de 2013, Consejo Nacional Electoral.
4 	 Artículo 2°, Resolución 2948 de 2013, Consejo Nacional Electoral.

personería jurídica y/o grupos significativos de ciudadanos, cuando ellas no coincidan con 
las elecciones ordinarias.

En mérito de lo expuesto, el Consejo Nacional Electoral,
RESUELVE:

Artículo 1°. Fíjese la fecha del cuatro (4) de junio de dos mil veintitrés (2023) para 
la realización de las consultas populares, internas o interpartidistas para la toma de sus 
decisiones o la escogencia de sus candidatos de los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica y/o grupos significativos de ciudadanos que opten por este mecanismo.

Parágrafo 1°. Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o grupos 
significativos de ciudadanos que opten por este mecanismo, deberán comunicar por escrito 
al Consejo Nacional Electoral a más tardar el cuatro (4) de marzo de dos mil veintitrés 
(2023), su decisión de realizar consultas populares, internas o interpartidistas para la toma de 
sus decisiones o la escogencia de sus candidatos, la cual debe estar acompañada de:

1.	 Acreditar que la decisión se adoptó de acuerdo con lo previsto en los Estatutos.
2.	 Informar el mecanismo para la selección de los precandidatos, a fin de determinar 

el cumplimiento del principio democrático.
3.	 Si se trata de consultas internas, aportar el registro de afiliados actualizado.
4.	 Si es consulta de Grupo Significativo de Ciudadanos o interpartidista con Grupo 

Significativo de ciudadanos, copia del registro del Comité Inscriptor.
Parágrafo 2°. Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o los 

grupos significativos de ciudadanos, que opten por este mecanismo, tendrán plazo hasta 
el cuatro (4) de marzo de dos mil veintitrés (2023), para manifestar que se retractan de su 
voluntad inicial.

Artículo 2°. En caso de que se solicite la realización de consultas para la escogencia 
de candidatos a cargos de elección popular, los precandidatos podrán inscribirse ante la 
Registraduría Nacional del Estado Civil del diez (10) de abril al cuatro (4) de mayo de dos 
mil veintitrés (2023).

Parágrafo 1°. Los partidos y movimientos políticos y/o grupos significativos de 
ciudadanos que opten por este mecanismo, tendrán plazo hasta el diez (10) de abril de 
dos mil veintitrés (2023), para adelantar los mecanismos internos estatutarios (encuestas, 
sondeos de opinión, convenciones, asambleas, entre otros), que permitan seleccionar los 
precandidatos que participarán en la consulta popular, interna o interpartidista.

Parágrafo 2°. En el caso de los grupos significativos de ciudadanos su participación 
en las consultas populares, internas o interpartidistas, se entiende condicionada a que a la 
fecha de la inscripción de los precandidatos se haya surtido la verificación y aprobación 
de los apoyos, para lo cual deberán presentar la respectiva certificación expedida por la 
Registraduría Nacional del Estado Civil, conforme al artículo 9° de la Ley 130 de 1994, y el 
artículo 28 de la Ley 1475 de 2011, y de conformidad con lo señalado en las Resoluciones 
números 1586 y 2948 de 2013, proferidas por esta corporación.

Artículo 3°. En caso de que se solicite la realización de consultas para la toma de 
decisiones, los partidos, movimientos políticos o grupos significativos de ciudadanos 
deberán presentar las preguntas al Consejo Nacional Electoral hasta el veinte (20) de abril 
de dos mil veintitrés (2023).

Este organismo contará con diez (10) días calendario para pronunciarse al respecto.
En caso de no ser aprobadas las preguntas presentadas, ellas serán devueltas al respectivo 

partido, movimiento político o grupo significativo de ciudadanos para que en el término 
máximo de cinco (5) días calendario subsane, so pena de entenderse que se ha desistido de 
la consulta.

Las preguntas que sean aprobadas se remitirán inmediatamente a la Registraduría 
Nacional del Estado Civil para los efectos pertinentes.

Artículo 4°. Comunicar el presente acto administrativo por intermedio de la Subsecretaría 
de la Corporación al Registrador Nacional del Estado Civil y al Registrador Delegado en lo 
Electoral a fin de que impartan las instrucciones necesarias para su cumplimiento.

Artículo 5°. Comunicar por medio de la Subsecretaría de la Corporación la presente 
resolución a los representantes legales de los partidos y movimientos políticos y proceder a 
su publicación en los términos establecidos en el artículo 65 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. La presente resolución rige a partir de 
la fecha de su publicación.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de enero de 2023.
La Presidenta,

Fabiola Márquez Grisales.
El Vicepresidente,

Álvaro Hernán Prada Artunduaga.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0644 DE 2023
(enero 31)

por la cual se corrige el parágrafo segundo del artículo primero de la Resolución número 
0585 de 2023 por la cual fija la fecha para la realización de consultas populares, internas 
o interpartidistas de los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o 
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grupos significativos de ciudadanos, para la toma de sus decisiones o la escogencia de sus 
candidatos para el año 2023.

El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de las atribuciones constitucionales y legales, 
en especial de las conferidas en los artículos 107, 109 y 265 de la Constitución Política y los 
artículos 5° y 6° de la Ley 1475 de 2011, así como lo previsto en la Resolución número 1586 
de 2013, modificada por las Resoluciones números 2167 y 2948 de 2013, y 0509 de 2015.

CONSIDERANDO:
Que, mediante la Resolución número 0585 de 2023, por la cual fija la fecha para la 

realización de consultas populares, internas o interpartidistas de los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica y/o grupos significativos de ciudadanos, para la toma de 
sus decisiones o la escogencia de sus candidatos para el año 2023, se fijó la fecha de la 
realización de las consultas el 4 de junio de 2023.

Que en el resuelve de la mencionada resolución en el parágrafo segundo del artículo 
primero se incurrió en error involuntario meramente formal, al digitar “marzo” respecto 
del plazo para los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o los grupos 
significativos de ciudadanos manifiesten al Consejo Nacional Electoral retractarse de su 
voluntad inicial de participar en las consultas, cuando lo que correspondía en efecto era el 
mes de “mayo”.

Que el artículo 45 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo1 contiene la previsión jurídica según la cual es posible corregir los errores 
simplemente formales de los actos administrativos, tales como los aritméticos, de digitación, 
transcripción u omisión de palabras, en cualquier tiempo, bien sea de oficio o a petición del 
interesado.

Que el error de carácter formal identificado en la Resolución número 0585 de 2023 no 
afecta en nada el fondo de lo resuelto, conforme lo establece la norma en cita, por lo que es 
procedente realizar la corrección de carácter formal.

Que se hace necesario corregir el yerro antes mencionado.
En mérito de lo expuesto, el Consejo Nacional Electoral,

RESUELVE:
Artículo 1°. Corregir en el parágrafo segundo del artículo primero de la Resolución 

número 0585 de 2023 de reemplazar el mes de “marzo” por el mes de “mayo”, para que 
los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o los grupos significativos de 
ciudadanos manifiesten al Consejo Nacional Electoral retractarse de su voluntad inicial de 
participar en las consultas, el cual quedará así:

“Parágrafo 2°. Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y/o los 
grupos significativos de ciudadanos, que opten por este mecanismo, tendrán plazo hasta 
el cuatro (4) de mayo de dos mil veintitrés (2023), para manifestar que se retractan de su 
voluntad inicial”.

Artículo 2°. Las demás disposiciones de la Resolución número 0585 de 2023, se 
mantienen en su integridad.

Artículo 3°. Comunicar el presente acto administrativo por intermedio de la Subsecretaría 
de la Corporación al Registrador Nacional del Estado Civil y al Registrador Delegado en lo 
Electoral a fin de que impartan las instrucciones necesarias para su cumplimiento.

Artículo 4°. Comunicar por medio de la Subsecretaría de la Corporación la presente 
resolución a los representantes legales de los partidos y movimientos políticos y proceder a 
su publicación en los términos establecidos en el artículo 65 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. La presente resolución rige a partir de 
la fecha de su publicación.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de enero de 2023.
La Presidenta,

Fabiola Márquez Grisales.
El Vicepresidente,

Álvaro Hernán Prada Artunduaga.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0669 DE 2023
(enero 31)

por medio de la cual se fijan los límites a los montos de gastos de las campañas electorales 
de las listas de candidatos que se inscriban para las elecciones a asambleas, concejos 
municipales o distritales y juntas administradoras locales; que se lleven a cabo durante el 
año 2023, y el monto máximo que cada partido o movimiento con personería jurídica puede 

invertir en ellas.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de las atribuciones constitucionales y legales, 

en especial las conferidas en los artículos 109 y 265 de la Constitución Política, y 24 de la 
Ley 1475 de 2011, y

1 	 “Artículo 45. Corrección de errores formales. En cualquier tiempo, de oficio o a petición de parte, 
se podrán corregir los errores simplemente formales contenidos en los actos administrativos, ya sean 
aritméticos, de digitación, de transcripción o de omisión de palabras. En ningún caso la corrección 
dará lugar a cambios en el sentido material de la decisión, ni revivirá los términos legales para 
demandar el acto. Realizada la corrección, esta deberá ser notificada o comunicada a todos los 
interesados, según corresponda”.

CONSIDERANDO:
Que, el inciso 4° del artículo 109 de la Constitución Política, respecto de la financiación 

de las campañas electorales, establece:
“(…) También se podrá limitar el monto de los gastos que los partidos, movimientos, 

grupos significativos de ciudadanos o candidatos puedan realizar en las campañas 
electorales, así como la máxima cuantía de las contribuciones privadas, de acuerdo con la 
Ley (…)”.

Que, la Corte Constitucional, estableció el principio de transparencia, explicando así:
“El principio de transparencia en materia electoral apunta al establecimiento de 

instrumentos encaminados a determinar con precisión el origen, la destinación, al igual 
que el monto de los recursos económicos que soportan una determinada campaña electoral. 
De allí que las diversas legislaciones establezcan el deber de rendir cuentas o balances 
al término de las elecciones, e igualmente, prevean diversas sanciones, bien sean para el 
candidato o partido político, que incumplan tal deber o que superen los montos máximos 
autorizados. El mencionado principio apunta a combatir el fenómeno de la corrupción. El 
principio de transparencia se aplica no solamente en el caso de las elecciones encaminadas 
a seleccionar a los integrantes de una Corporación Pública o al responsable de un 
determinado cargo, sino igualmente en materia de mecanismos de participación ciudadana, 
en tanto que manifestaciones de la democracia directa, tal como lo prevén los artículos 97 
y 98 de la LEMP. En el caso concreto y de conformidad con las pruebas obrantes, la Corte 
encuentra que se vulneró el principio de transparencia por cuanto (i) el recaudo de recursos 
económicos se adelantó por intermedio de una organización privada no autorizada por la 
LEMP para ello; (ii) se acudió a diversas maniobras (contratos de mandato y de mutuo) para 
tratar de ocultar la unidad de gestión y de propósitos que siempre existió entre el Comité de 
Promotores y la Asociación Primero Colombia; y (iii) si bien el balance fue entregado en 
término por el vocero del Comité de Promotores, no se desvirtuaron la vulneración de los 
topes individuales ni del gasto global porque simplemente consistieron en enmendaduras 
y precisiones sobre el nombre de algunos de los contribuyentes”.(Sentencia C-141-2011)

Que, la Ley 1475 de 2011, acogió el principio de transparencia en su artículo 1°, numeral 
5, disponiendo, lo siguiente:

“Artículo 1°. Principios de organización y funcionamiento. Los partidos y movimientos 
políticos se ajustarán en su organización y funcionamiento a los principios de transparencia, 
objetividad, moralidad, equidad de género y el deber de presentar y divulgar sus programas 
políticos de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, en las leyes y en sus estatutos.

En desarrollo de estos principios, los partidos y movimientos políticos deberán 
garantizarlos en sus estatutos. Para tales efectos, se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones de contenidos mínimos:

(…)
5.	 Transparencia. Es el deber de los partidos y movimientos políticos de mantener 

permanentemente informados a sus afiliados sobre sus actividades políticas, administrativas 
y financieras. Para su cumplimiento, deberán realizar cada año rendición de cuentas.

(…)”.
Que, la Ley 1475 de 2011, en su artículo 20, dispuso sobre las fuentes de financiación de 

las campañas electorales, lo siguiente:
“Artículo 20. Fuentes de financiación. Los candidatos de los partidos, movimientos y 

grupos significativos de ciudadanos inscritos a cargos o corporaciones de elección popular, 
podrán acudir a las siguientes fuentes para la financiación de sus campañas electorales:

1.	 Los recursos propios de origen privado que los partidos y movimientos políticos 
destinen para el financiamiento de las campañas en las que participen.

2.	 Los créditos o aportes que provengan del patrimonio de los candidatos, de sus 
cónyuges o de sus compañeros permanentes, o de sus parientes hasta el cuarto grado de 
consanguinidad.

3.	 Las contribuciones, donaciones y créditos, en dinero o en especie, que realicen los 
particulares.

4.	 Los créditos obtenidos en entidades financieras legalmente autorizadas.
5.	 Los ingresos originados en actos públicos, publicaciones y/o cualquier otra 

actividad lucrativa del partido o movimiento.
6.	 La financiación estatal, de acuerdo con las reglas previstas en esta ley”.
Que, la Corte Constitucional, explica que las fuentes de financiación en Colombia, 

albergan un carácter mixto, dado que, la financiación de una campaña política, puede tener 
dos fuentes, una privada y una estatal:

“El artículo 20 establece las fuentes de financiación que podrán utilizar los candidatos 
tanto de (i) los partidos y movimientos políticos, como (ii) de grupos significativos de 
ciudadanos, que se encuentren inscritos a cargos o corporaciones de elección popular, para 
la financiación de sus campañas electorales.

Al igual que el artículo 16 del proyecto de ley estatutaria en relación con los partidos y 
movimientos políticos, esta norma establece dos fuentes básicas de financiación legal para 
las campañas electorales: la financiación privada y la financiación estatal. Como fuentes 
legales de financiación privada prevé cinco posibilidades: (i) los recursos propios de origen 
privado destinados por los partidos y movimientos políticos para financiar las campañas 
electorales en las que participen; (ii) los créditos o aportes provenientes de los propios 
candidatos, de sus cónyuges o de sus compañeros permanentes, o de sus parientes hasta el 
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